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1. Introducción 

El informe analiza la normativa vigente en varios países en relación con los 

Estudios de Impacto Ambiental (EIA). El objetivo principal es identificar qué 

autoridad es responsable de aprobar los EIA y quién asume los costos de su 

elaboración.  

A través del análisis internacional, el informe pretende ofrecer referencias 

útiles para mejorar la transparencia y la independencia en el proceso de 

evaluación ambiental en el Perú.  

Según la Opinión Consultiva 23-17 de la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos1, hablando en general de las obligaciones del Estado en relación 

con el medio ambiente, la Evaluación de Impacto Ambiental (EIA) debe 

realizarse conforme a varias condiciones.  

A partir del párrafo 161 hasta el 174, la Corte ha señalado que el Estudio de 

Impacto Ambiental debe: 

• Llevarse a cabo antes de la realización de la actividad, 

• Abarcar el impacto acumulado generado por los proyectos existentes, 

• Tomar en consideración las opiniones de las personas afectadas por 

el proyecto y respetar las tradiciones y la cultura de los pueblos 

indígenas, 

• Y, finalmente —en lo que aquí nos interesa— la Corte establece que el 

Estudio de Impacto Ambiental debe ser elaborado por una entidad 

independiente y técnicamente capacitada, bajo la supervisión del 

Estado. 

 
1 Corte Interamericana de derechos humanos OC-023-2017 solicitada por la Republica de Colombia, 

https://www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/seriea_23_esp.pdf  

https://www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/seriea_23_esp.pdf
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A continuación, se presentan los resultados de un Informe2 comparativo 

elaborado para beneficio del Servicio Nacional de Evaluación Ambiental 

peruano, es decir, la autoridad competente en aprobar los EIA en Perú. Entre 

los numerosos hallazgos contenidos en el informe, se han seleccionado 

aquellos que resultan útiles para comprender el proceso de evaluación de 

los EIA. 

La exposición de los resultados del informe se estructura en torno a cinco 

preguntas fundamentales, cuyas respuestas permiten trazar un panorama 

comparado de la situación en países como Chile, Colombia, México, 

Inglaterra, Canadá y España. Estas preguntas abordan aspectos clave del 

proceso de Evaluación de Impacto Ambiental, tales como la autoridad 

responsable de su aprobación —ya sea un único organismo centralizado o 

múltiples autoridades sectoriales—, la posible exigencia de que los estudios 

sean elaborados por consultoras o profesionales registrados, el grado de 

intervención del Estado en la fase de elaboración del EIA, la existencia de 

órganos técnicos consultivos durante su evaluación, y la composición de los 

equipos encargados de dicha evaluación. La normativa vigente en todos los 

países analizados coincide en atribuir al promotor del proyecto la 

responsabilidad de presentar el EIA, lo que implica tanto la asunción de los 

costos económicos como la supervisión del proceso de elaboración. Dado el 

carácter multisectorial de estos estudios, es habitual que los promotores 

recurran a servicios de consultoría externa especializada, lo que plantea la 

cuestión relativa a la necesidad —y en su caso, obligatoriedad— de que 

dichos consultores se encuentren debidamente registrados o acreditados 

ante las autoridades competentes. 

Posteriormente, se analizará la situación normativa en otros ordenamientos 

jurídicos, incluidos Estados Unidos, Alemania, Italia y Australia. 

2. Chile 

La norma que erige la elaboración de los EIA, de cualquier sector, es el 

Decreto Supremo 40-2012 “Reglamento del Sistema de Evaluación de impacto 

ambiental”. 3  

 
2 Environmental Resources Management, Informe Final, Analisis comparative de estudios de impacto 

Ambiental en ocho paises, diciembre 2017.  
3 D.S. 40-2012 https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=1053563  

https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=1053563
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El D. S. 40-2012 de Chile, que regula el Sistema de Evaluación de Impacto 

Ambiental (SEIA), establece las disposiciones por las cuales se rige la 

evaluación ambiental de proyectos y la participación de la comunidad en 

estos procesos, en conformidad con la Ley 19300 de Bases Generales del 

Medio Ambiente.  

El SEIA es un instrumento de gestión ambiental de carácter preventivo, 

regulado en la Ley 19300 sobre Bases Generales del Medio Ambiente y su 

Reglamento, definido como un procedimiento, a cargo del Servicio de 

Evaluación Ambiental, que, sobre la base de un Estudio o Declaración de 

Impacto Ambiental, determina si el impacto ambiental de una actividad o 

proyecto se ajusta a las normas vigentes. Está vigente en Chile desde el 3 de 

abril de 1997. Actualmente, el procedimiento se tramita de manera 

electrónica a través del e-SEIA. 

Se someten al procedimiento de evaluación de impacto ambiental los 

proyectos listados en el artículo 10 de la Ley 19300 y detallados en el artículo 

3 de su Reglamento.   

Ingresan como Estudios de Impacto Ambiental (EIA) aquellos proyectos o 

actividades que generan impactos significativos (es decir, efectos, 

características o circunstancias señalados en el artículo 11 de la Ley, y 

detallados en los artículos 3 a 10 del Reglamento). Los demás proyectos 

ingresan como Declaraciones de Impacto Ambiental (DIA). 

El procedimiento se tramita ante las direcciones regionales del SEA, o bien 

ante la Dirección Ejecutiva en caso de proyectos interregionales. 

En particular, los artículos 24 y 25 establecen las autoridades competentes 

en la etapa de evaluación y aprobación de un Estudio de Impacto Ambiental. 

En efecto, “los órganos de la administración del Estado con competencia 

ambiental que participarán en la evaluación ambiental del proyecto serán 

aquellos que cuenten con atribuciones en materia de permisos o 

pronunciamientos ambientales sectoriales respecto del proyecto en particular”. 

Las Direcciones Regionales del Servicio de Evaluación Ambiental 

conformarán un Comité Técnico integrado por el secretario regional 

Ministerial del Medio Ambiente, quien lo presidirá, el director regional del 

Servicio y los directores regionales de los servicios públicos que tengan 
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competencia en materia ambiental, con la finalidad de emitir el Informe 

Consolidado de Evaluación.  

En Chile no existe un registro de inscripción de consultoras para el desarrollo 

de EIA. Además, el Estado no participa de ninguna forma en la elaboración 

del EIA. Más bien, el Servicio de Evaluación Ambiental, según lo estipula la 

Ley 20417 y su Reglamento (D.S. 40-2012), es el responsable de enviar a los 

organismos técnicos específicos, relacionados al proyecto, una copia del 

Estudio de Impacto Ambiental, para que estos organismos, con competencia 

ambiental, presenten su conformidad o disconformidad con el proyecto 

presentado. 

Los OECCAS (Órganos de la Administración del Estado con Competencia 

Ambiental) son vinculantes. Ya que, dependiendo de las competencias de 

cada uno, estos son los encargados de emitir un Informe Consolidado de 

Evaluación. Los OECCAS tienen competencias asignadas por ley, por ende, 

los profesionales a cargo de la evaluación sectorial responderán al perfil de 

cada una de las carteras.  

Los evaluadores son funcionarios públicos, no existe una nómina de 

funcionarios autorizados para evaluar los EIA que ingresan al SEIA. 

3. Colombia 

La evaluación ambiental está a cargo de la Autoridad Nacional de Licencias 

ambientales (ANLA) para los Megaproyectos. El sistema se rige en el Decreto 

Supremo 1076-2015 (Decreto Único Reglamentario del Sector Ambiente y 

Desarrollo Sostenible)4. 

ANLA es la encargada de que los proyectos, obras o actividades sujetos de 

licenciamiento, permiso o trámite ambiental cumplan con la normativa 

ambiental, de tal manera que contribuyan al desarrollo sostenible ambiental 

del País.  

 
4D.S. N.  1076-2015, 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=78153#:~:text=Manejo%20sos

tenible.,tradicionales%20y%20el%20valor%20cultural. Es importante señalar que el Decreto 1076 de 

2015 fue modificado por el Decreto 1585 de 2020, el cual introdujo cambios significativos, entre ellos 

la inclusión del Diagnóstico Ambiental de Alternativas (DAA) como etapa preliminar a la presentación 

del Estudio de Impacto Ambiental (EIA). El DAA es obligatorio para determinados proyectos y tiene 

como finalidad evaluar las alternativas disponibles con el fin de minimizar los impactos ambientales. 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=78153#:~:text=Manejo%20sostenible.,tradicionales%20y%20el%20valor%20cultural
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=78153#:~:text=Manejo%20sostenible.,tradicionales%20y%20el%20valor%20cultural
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Conforme a lo dispuesto por el artículo 2.2.2.3.1.2. del Reglamento, la 

Autoridad Nacional de Licencias ambientales y las Corporaciones Autónomas 

regionales y las de Desarrollo Sostenible, los Municipios, distritos y áreas 

metropolitanas (con población menor a 1 millón) son las autoridades 

competentes para otorgar o negar licencia ambiental, a tras de haber 

evaluado el respectivo estudio de impacto ambiental de cada proyecto.  

La elaboración del Estudio de Impacto Ambiental (EIA) es responsabilidad de 

la empresa que solicita la licencia ambiental. Esta puede optar por 

desarrollarlo directamente o, como ocurre habitualmente, contratar a 

consultoras especializadas. No existe, sin embargo, un registro oficial de 

dichas consultoras.  

La autoridad ambiental no interviene en la fase de elaboración del EIA; la 

interacción entre empresa y Estado se activa una vez que el estudio es 

presentado ante la autoridad competente para su evaluación y eventual 

aprobación. Durante este proceso, la Autoridad Nacional de Licencias 

Ambientales puede solicitar conceptos técnicos a las Corporaciones 

Autónomas Regionales o, en función del tipo y localización del proyecto, a los 

institutos adscritos al Ministerio de Ambiente. Si bien estos conceptos no 

tienen carácter vinculante, suelen ser considerados, y cuando se aparta de 

ellos, la autoridad debe justificar técnicamente su decisión. El equipo 

encargado de la evaluación está conformado por un grupo multidisciplinario 

que incluye profesionales en áreas física, biótica y social, revisores por cada 

uno de estos ámbitos, un coordinador técnico, así como un profesional 

jurídico y un revisor legal. La Autoridad Nacional de Licencias Ambientales 

combina personal funcionario con profesionales contratados bajo régimen 

de prestación de servicios. 

4. México 

En México, la evaluación ambiental de los Estudios de Impacto Ambiental 

(EIA) está a cargo de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales 

(SEMARNAT), en el marco de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la 

Protección al Ambiente (LGEEPA)5 y su Reglamento en materia de Evaluación 

del Impacto Ambiental (REIA), aprobado en 2000.  

 
5 Ley general del equilibrio ecologico y la protección al medio ambiente 

https://faolex.fao.org/docs/pdf/mex5750.pdf  

https://faolex.fao.org/docs/pdf/mex5750.pdf
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Este reglamento establece las disposiciones operativas que rigen la 

Manifestación de Impacto Ambiental (MIA), instrumento técnico-jurídico 

mediante el cual se valoran los impactos potenciales de proyectos públicos 

o privados.  

La MIA debe presentarse ante la SEMARNAT y puede adoptar distintas 

modalidades (general, particular o regional), según la escala del proyecto. El 

procedimiento, regulado entre los artículos 9 y 28 del REIA, contempla tanto 

la obligación del promovente de entregar la documentación pertinente como 

las etapas de revisión a cargo de la autoridad, que puede solicitar 

información adicional o aclaraciones. En el ámbito federal, la SEMARNAT 

evalúa proyectos de interés nacional, aquellos que atraviesan varias 

entidades federativas o que se localizan en zonas estratégicas, mientras que 

en el ámbito estatal dicha función puede ser asumida por delegaciones 

federales o autoridades ambientales locales. Aunque no existe un registro 

oficial de prestadores de servicios en materia de EIA ni un acompañamiento 

institucional durante la elaboración de los estudios, la SEMARNAT puede 

solicitar opiniones técnicas de otros organismos gubernamentales, las 

cuales, si bien no son vinculantes, suelen considerarse.  

El proceso de evaluación puede incluir una fase de consulta pública, aunque 

las audiencias no son obligatorias y, en muchos casos, las comunidades 

enfrentan dificultades para acceder a la información o participar 

activamente.  

La resolución final puede consistir en una aprobación, una aprobación 

condicionada o una negativa, y, en ciertos casos, se impone como requisito 

la implementación de un sistema de monitoreo ambiental durante la 

ejecución del proyecto. 

5. Reino Unido 

En el Reino Unido, el proceso de Evaluación de Impacto Ambiental (EIA) se 

encuentra regulado por el Town and Country Planning (Environmental Impact 

Assessment) Regulations 20176, que transpone al ordenamiento jurídico 

nacional la Directiva Europea 2011/92/UE, modificada por la Directiva 

2014/52/UE.  

 
6 Texto del Reglamento https://www.legislation.gov.uk/uksi/2017/571/data.html  

https://www.legislation.gov.uk/uksi/2017/571/data.html
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Este procedimiento se aplica a proyectos susceptibles de generar efectos 

significativos sobre el medio ambiente y se articula en distintas fases. La 

autoridad competente para su aprobación es, por regla general, la Local 

Planning Authority (LPA), aunque en casos de proyectos de interés nacional o 

con implicaciones transfronterizas, la competencia puede recaer en el 

Secretary of State.  

El reglamento introduce el principio de “expertos competentes”, 

estableciendo que el titular del proyecto es responsable de contratarlos y 

demostrar su cualificación mediante la documentación presentada, sin que 

exista un registro oficial de consultoras independientes. La autoridad 

competente no interviene en la fase de elaboración del estudio ni en la 

recopilación de datos de la línea base. No obstante, una vez presentada la 

solicitud de planificación, los grupos de interés tienen la posibilidad de 

formular observaciones por escrito. Durante la evaluación, el funcionario de 

caso puede recurrir a expertos internos de la LPA, a entidades obligatorias, e 

incluso a asesores externos especializados en planificación, derecho o 

impacto ambiental, a fin de garantizar un análisis técnico riguroso y fundado. 

6. Canadá 

En Canadá, la Evaluación de Impacto Ambiental (EIA) se encuentra regulada 

por la Impact Assessment Act (IAA)7, principal instrumento normativo en la 

materia, en vigor desde 2019 y modificada en 2024. Esta legislación establece 

un procedimiento federal para analizar los efectos ambientales, sociales, 

económicos y culturales de proyectos significativos, prestando especial 

atención al cambio climático y a los impactos sobre los pueblos indígenas, 

cuyos conocimientos tradicionales son considerados equiparables al saber 

científico. Conforme al Convenio 169 de la OIT, se promueve el 

consentimiento libre, previo e informado. Según los artículos 16 y 17 de la 

IAA, el ejecutor del proyecto (público o privado) debe proporcionar a la 

Agencia de Evaluación de Impacto de Canadá (IAAC) una descripción 

detallada del proyecto y preparar una Declaración de Impacto Ambiental 

(EIS) que contenga los impactos previstos y medidas de mitigación. La IAAC 

coordina el proceso, consulta a autoridades federales, gobiernos locales, 

comunidades indígenas y al público general, y publica un plan de evaluación 

 
7 Texto del Impact Assessment Act https://www.laws-lois.justice.gc.ca/eng/acts/I-2.75/FullText.html  

https://www.laws-lois.justice.gc.ca/eng/acts/I-2.75/FullText.html
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que define la metodología y alcance del análisis. El ejecutor, con apoyo 

técnico, elabora el estudio, que es evaluado preliminarmente por la IAAC y, 

en caso de considerarse de interés público, aprobado por el ministro de 

Medio Ambiente y Cambio Climático. No se exige que los profesionales 

responsables del EIA estén acreditados por organismos profesionales. 

Posteriormente, el ejecutor presenta la solicitud del Certificado de 

Evaluación Ambiental ante la Oficina de Evaluación Ambiental (EAO), la cual 

gestiona el proceso de revisión y emite recomendaciones a los ministerios 

competentes. Para ello, se constituye un grupo de trabajo compuesto por 

representantes de la IAAC, entidades gubernamentales, Primeras Naciones y 

gobiernos locales, quienes realizan una revisión técnica de la solicitud; todos 

los asesores involucrados son funcionarios públicos. 

7. España 

En España, la Evaluación de Impacto Ambiental (EIA) se regula por la Ley 

21/20138, de Evaluación Ambiental, y su correspondiente reglamento, que 

constituyen el marco jurídico aplicable a la evaluación de los impactos 

ambientales de planes, programas y proyectos. Conforme a los artículos 27, 

28 y 33 de dicha ley, la autoridad competente para aprobar el EIA varía según 

la naturaleza y el ámbito territorial del proyecto. En el caso de proyectos de 

competencia estatal, la responsabilidad recae en el ministerio 

correspondiente, principalmente el Ministerio para la Transición Ecológica y 

el Reto Demográfico. La normativa no contempla la existencia de un registro 

oficial de profesionales independientes habilitados para elaborar y presentar 

estudios de impacto ambiental, ni exige la participación activa del órgano 

ambiental durante su elaboración, salvo en situaciones excepcionales y 

previamente acordadas, lo cual podría suscitar cuestionamientos en torno a 

la transparencia e imparcialidad del procedimiento. El estudio debe 

someterse a información pública durante un plazo no inferior a treinta días, 

previa publicación en el Boletín Oficial del Estado o en el diario oficial 

correspondiente, así como en la sede electrónica del órgano competente. 

Además del trámite de información pública, se consulta a las 

Administraciones públicas afectadas y a personas interesadas, que pueden 

emitir observaciones técnicas. La revisión del estudio recae en una persona 

 
8 Modificaciones posteriores, especialmente las adaptaciones al Real Decreto 445/2023 y las 

reformas de la Ley 9/2018 y Ley 11/2021, mantienen estos principios en cuanto a la competencia 

para la aprobación. https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-12913 

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-12913
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responsable dentro del órgano ambiental, quien lo distribuye entre diversos 

especialistas del Estado, consolida sus observaciones y las remite al 

promotor del proyecto. Los evaluadores son funcionarios públicos adscritos 

al Ministerio de Agricultura, Pesca, Alimentación y Medio Ambiente o a las 

administraciones ambientales de las comunidades autónomas. 

8. Unión Europea  

Con la exposición de algunos de los resultados del Informe, se ha intentado 

identificar las autoridades que, en los distintos países analizados, se 

encargan de la evaluación y posterior aprobación de las Evaluaciones de 

Impacto Ambiental (EIA) exigidas por la normativa ambiental. De dicho 

análisis se desprende una cierta uniformidad entre los marcos jurídicos de 

los Estados examinados. 

La autoridad competente suele ser, en la mayoría de los casos, una única 

institución, generalmente adscrita al Ministerio del Medio Ambiente, dentro 

de la cual operan funcionarios públicos con competencias de carácter 

multisectorial encargados de evaluar y aprobar los documentos recibidos en 

el marco del procedimiento ambiental. 

Entre los países analizados hasta el momento se ha expuesto el caso 

normativo de España. Cabe destacar que dicho país forma parte de la Unión 

Europea, la cual, a través de la emisión de Directivas y Reglamentos, regula 

las políticas de los Estados miembros. 

Los Estados miembros de la Unión Europea están obligados a incorporar el 

contenido de las Directivas en su ordenamiento jurídico interno. Esto suele 

efectuarse mediante la promulgación de una ley de transposición. En los 

casos en que la materia objeto de la Directiva ya esté regulada por la 

legislación nacional, el Estado debe adaptar su normativa a las disposiciones 

europeas mediante las modificaciones necesarias. De hecho, a nivel 

europeo, el instrumento de la Directiva tiene por finalidad armonizar los 

ordenamientos jurídicos de los Estados miembros en materias clave como la 

protección del medio ambiente. Como ha señalado el Tribunal de Justicia de 

la Unión Europea, “la transposición de una directiva al derecho interno no exige 

necesariamente que las disposiciones de la directiva se adopten con las mismas 

palabras en una disposición específica y expresa del derecho nacional; un 

contexto jurídico general puede ser suficiente si garantiza en la práctica la 



11 

aplicación plena de la directiva de forma suficientemente clara y precisa. 

Las disposiciones de una directiva deben ser implementadas con fuerza 

vinculante indiscutible y con la especificidad, precisión y claridad necesarias para 

satisfacer el principio de seguridad jurídica, lo que implica que, en el caso de una 

directiva destinada a conferir derechos a los particulares, las personas afectadas 

deben poder conocer plenamente el alcance de sus derechos.9 

La situación normativa de España ya ha sido descrita anteriormente. Como 

se analizará más adelante, en nombre de la uniformidad requeridas por las 

Directivas de la Unión Europea, los marcos normativos de Italia y Alemania 

presentan características sustancialmente similares. 

La Unión Europea ha regulado expresamente la materia de la Evaluación de 

Impacto Ambiental mediante la Directiva 2011/92/UE, posteriormente 

modificada por la Directiva 2014/52/UE, en la que se establece que los 

proyectos de construcción o desarrollo de gran envergadura deben 

someterse a una evaluación previa de sus efectos sobre el medio ambiente 

antes de su ejecución. La finalidad de dicha directiva es la evaluación de los 

efectos de los proyectos públicos y privados sobre el medio ambiente, con el 

objetivo de alcanzar una de las metas de la Comunidad en materia de 

protección del medio ambiente y de la calidad de vida.  

Esta evaluación es obligatoria para proyectos como plantas nucleares, líneas 

ferroviarias de larga distancia, autopistas, presas de determinada capacidad, 

entre otros. La EIA analiza los impactos significativos, tanto directos como 

indirectos, de un proyecto en diversos factores ambientales, incluyendo la 

población, biodiversidad, uso del suelo, calidad del aire, clima y patrimonio 

cultural. 

El promotor del proyecto debe presentar a la autoridad competente un 

informe detallado que incluya una descripción del proyecto y sus 

características, los posibles efectos significativos, las alternativas razonables 

consideradas y las medidas propuestas para evitar, mitigar o compensar los 

impactos ambientales identificados. Asimismo, la EIA otorga al público 

 
9 Commission v Ireland, C-427/07, European Union, parrafo 54-55, Traducción al español efectuada por 

el propio autor, 

https://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=72488&pageIndex=0&doclang=ES

&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=1276524  

https://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=72488&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=1276524
https://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=72488&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=1276524
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afectado la posibilidad de participar en el proceso de toma de decisiones, 

garantizando la transparencia y la inclusión en la evaluación  

Con el fin de evaluar la implementación de la Directiva, los Estados miembros 

de la UE deben proporcionar a la Comisión Europea, cada seis años, datos 

sobre el número de proyectos evaluados, la duración media del proceso de 

EIA, los costos directos estimados y la aplicación de la directiva a las 

pequeñas y medianas empresas. La primera recopilación de datos 

correspondiente al período 2017-2023 se realizó entre mayo y noviembre de 

2023.10  

Hablando de costos, por ejemplo, es el promotor del proyecto quien debe 

asumir los costos asociados a la elaboración del EIA. Del análisis de algunos 

estudios de caso detallados en el mencionado informe, se desprende que los 

costos típicos en los que incurre el promotor del proyecto durante el 

procedimiento de EIA incluyen: 

• tiempo del personal dedicado a coordinar y preparar estudios 

temáticos y encuestas de campo para el informe de impacto 

ambiental, lo que incluye horas de trabajo internas y/o la contratación 

de expertos externos, y cuando sea necesario, la adquisición de datos, 

equipos o servicios específicos 

• tiempo del personal para coordinar y preparar toda la documentación 

del EIA (solicitud de evaluación, informe ambiental, resumen no 

técnico), responder a solicitudes de información adicional e integrar 

los comentarios de la consulta pública 

• tiempo del personal y costos directos relacionados con la organización 

de audiencias públicas. 

Generalmente, existe una tendencia a externalizar gran parte del trabajo, por 

lo que el costo total combina horas de trabajo interno con los costos por 

contratación de consultores externos. Las estimaciones varían según la 

complejidad y el alcance del proyecto. En la muestra de diez estudios de caso, 

los costos oscilan entre los 30.000 € en Eslovaquia y los 500.000–600.000 € 

en Francia. Aunque en términos absolutos pueden parecer elevados, 

 
10European Commission, Collection of information and data implementation of the Revised 

Environmental Impact Assessment (EIA) (2011/92/EU) as amended by 2014/52/EU, March 2024.  

https://am.lrv.lt/public/canonical/1743751900/15426/2024_Implementation%20of%20the%20revised

%20EIA%20Directive%20(2011-92-EU)%20amended%20by%202014-52-EU.pdf  

https://am.lrv.lt/public/canonical/1743751900/15426/2024_Implementation%20of%20the%20revised%20EIA%20Directive%20(2011-92-EU)%20amended%20by%202014-52-EU.pdf
https://am.lrv.lt/public/canonical/1743751900/15426/2024_Implementation%20of%20the%20revised%20EIA%20Directive%20(2011-92-EU)%20amended%20by%202014-52-EU.pdf
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normalmente no representan una proporción significativa del costo total del 

proyecto. En ninguno de los estudios de caso en los que se disponía de este 

dato (7 de 12), el costo del EIA superó el 0,5 % del presupuesto total del 

proyecto.11 

La Directiva 2014/52/UE introdujo modificaciones significativas, como la 

simplificación de los procedimientos de evaluación, la inclusión de criterios 

más claros para la toma de decisiones y la mejora de la calidad de los 

informes de EIA, con el objetivo de fortalecer la protección ambiental y 

facilitar decisiones más fundamentadas y sostenibles.  

Entre otras cosas, los Anexos I y II de la Directiva definen los proyectos que 

requieren la EIA. El Anexo I expone los proyectos siempre sujetos a 

Evaluación de Impacto Ambiental (por ejemplo, grandes centrales eléctricas, 

refinerías, autopistas). En el Anexo II están listados proyectos sujetos a un 

procedimiento de "cribado" o evaluación caso por caso por parte del Estado 

miembro competente. 

9. Italia 

La materia de la evaluación de impacto ambiental está regulada por el 

Decreto Legislativo 152/2006 (Código del Medio Ambiente). Como se ha 

anticipado, la mencionada Directiva europea ha sido transpuesta al marco 

jurídico italiano mediante el Decreto Legislativo 104/2017, que ha modificado 

el Código del Medio Ambiente (D.Lgs. 152/2006). Según dicha ley, el estudio 

de impacto ambiental debe ser elaborado por el promotor del proyecto 

conforme a las directrices y contenidos establecidos en el Anexo VII de la 

segunda parte del presente decreto, teniendo en cuenta el dictamen emitido 

por la autoridad competente tras la fase de consulta sobre la definición del 

alcance del estudio, de conformidad con el artículo 21, siempre que dicha 

fase haya sido activada. 

Conforme al artículo 22 del D. Lgs. 152/2006, para garantizar la integridad y 

la calidad del Estudio de Impacto Ambiental y de los demás documentos 

necesarios para la fase de evaluación, el promotor velará por que […] c) la 

documentación sea elaborada por expertos con competencias y 

profesionalidad específicas en las materias relacionadas con la evaluación 

 
11 Ibidem, p. 42 ss.   
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ambiental, y que su exactitud global sea certificada por profesionales 

inscritos en los colegios profesionales correspondientes. Como puede 

observarse, no se especifica un único colegio profesional de referencia, ya 

que la Evaluación de Impacto Ambiental (EIA) constituye un proceso de 

carácter multidisciplinar que requiere una investigación en distintos ámbitos, 

llevada a cabo por un equipo compuesto por profesionales con experiencia 

y competencias adecuadas al tipo de intervención objeto de evaluación. El 

profesional colegiado será quien firme el proyecto al concluir el trabajo, en 

calidad de responsable del equipo técnico. 

Todos los gastos derivados de la elaboración del estudio y de los documentos 

requeridos en las distintas etapas del procedimiento corren a cargo del 

promotor.  

Estas son las principales etapas del procedimiento:  

a) Alcance (Scoping) – opcional: el promotor puede solicitar un dictamen 

preliminar. 

b) Cribado (Screening): para los proyectos incluidos en el Anexo II, se 

determina si es necesario someterlos a una Evaluación de Impacto 

Ambiental (EIA). 

c) Estudio de Impacto Ambiental (EIA): documento técnico que analiza los 

posibles impactos del proyecto. 

d) Consulta pública y emisión de informes por parte de las autoridades 

competentes. 

e) Resolución final de EIA, que es vinculante para la autorización del 

proyecto. 

Para iniciar formalmente el procedimiento de Evaluación de Impacto 

Ambiental (EIA), el promotor debe presentar una solicitud a la autoridad 

competente12 en formato electrónico, incluyendo los documentos del 

proyecto, el estudio de impacto ambiental, el resumen técnico, información 

sobre posibles impactos transfronterizos según lo previsto en el artículo 32, 

el anuncio al público conforme al artículo 24.2, el comprobante de pago de 

la tasa correspondiente según el artículo 33, y los resultados del posible 

 
12 Decreto legislativo, 16/06/2017 n° 104, 

https://www.altalex.com/documents/news/2017/07/13/valutazione-impatto-ambientale 

https://www.altalex.com/documents/news/2017/07/13/valutazione-impatto-ambientale
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debate público conforme al artículo 22 del Decreto Legislativo 18 de abril de 

2016, n. 50. 

Las competencias en materia de EIA y de verificación de su necesidad se 

distribuyen entre distintos niveles institucionales, con el fin de racionalizar 

los procedimientos y evitar duplicidades. Los proyectos enumerados en el 

Anexo II de la segunda parte del decreto están sujetos a EIA a nivel estatal, 

mientras que los incluidos en el Anexo II-bis deben someterse a verificación 

de sujeción a EIA también a nivel estatal. Por otro lado, los proyectos 

contemplados en el Anexo III están sujetos a EIA a nivel regional, y aquellos 

del Anexo IV, a la correspondiente verificación regional.  

La autoridad competente en el ámbito estatal es el Ministerio de Medio 

Ambiente, el cual actúa en colaboración con el Ministerio de Bienes y 

Actividades Culturales y del Turismo en lo que respecta a las actividades de 

instrucción del procedimiento. Este Ministerio es responsable tanto de 

adoptar la decisión sobre la sujeción a EIA como de emitir el 

pronunciamiento definitivo, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 25.2 

y 27.8.  

En el ámbito regional, la autoridad competente será la administración 

pública encargada de la tutela, protección y valorización del medio ambiente, 

designada conforme a la legislación regional o de las provincias autónomas. 

En los casos en los que la autoridad competente coincida con la promotora 

del proyecto, se deberá garantizar una adecuada separación de funciones 

dentro de la organización administrativa correspondiente, con el fin de evitar 

conflictos de interés en la gestión del procedimiento. 

10. Alemania 

En Alemania, la Evaluación de Impacto Ambiental (EIA) es un proceso 

legalmente requerido para proyectos que puedan tener efectos significativos 

en el medio ambiente. Como en el caso de España y de Italia, este proceso 

está regulado principalmente por la Directiva 2011/92/UE de la Unión 

Europea, que establece los procedimientos para la evaluación de los efectos 

de ciertos proyectos públicos y privados en el medio ambiente. Además, la 

legislación alemana implementa esta directiva a nivel nacional, exigiendo que 

los proyectos sean evaluados por las autoridades competentes antes de su 

aprobación. 



16 

La normativa nacional que regula la Evaluación de Impacto Ambiental (EIA) 

está recogida en la Ley sobre la Evaluación de Impactos Ambientales (Gesetz 

über die Umweltverträglichkeitsprüfung – UVPG)13. La UVPG suele estar 

complementada por normativas regionales o sectoriales que especifican con 

mayor detalle su aplicación. Esta ley establece qué tipos de proyectos deben 

someterse a evaluación, los procedimientos que deben seguirse, las 

autoridades competentes involucradas, así como las sanciones aplicables en 

caso de incumplimiento de sus disposiciones. 

El promotor del proyecto (ya sea público o privado) es responsable de la 

elaboración de la EIA. Según el artículo 6 de la UVPG, el promotor debe 

proporcionar un informe de evaluación ambiental que describa los impactos 

previstos del proyecto sobre el medio ambiente, la salud humana, la 

biodiversidad, el suelo, el agua, el aire, el clima, el paisaje y el patrimonio 

cultural. 

El promotor también es responsable de los costos asociados a la EIA. Estos 

costos incluyen la preparación del informe de evaluación ambiental, estudios 

especializados (por ejemplo, sobre la calidad del aire, el ruido, la fauna y flora 

locales) y los gastos relacionados con la consulta pública y los 

procedimientos administrativos. 

De acuerdo con la mencionada ley, la evaluación de la Evaluación de Impacto 

Ambiental corresponde a la autoridad responsable de conceder la 

autorización del proyecto. En caso de que la decisión implique a múltiples 

autoridades, se designa una autoridad federal o regional como autoridad 

principal para coordinar el proceso. 

La autoridad competente es un organismo público, generalmente una oficina 

regional (Land) o una autoridad de planificación urbanística. La evaluación 

de la Evaluación de Impacto Ambiental corresponde a la autoridad 

responsable de conceder la autorización del proyecto. En caso de que la 

decisión implique a múltiples autoridades, se designa una autoridad federal 

o regional como autoridad principal para coordinar el proceso. Cabe 

mencionar que la autoridad encargada de aprobar el proyecto no tiene un 

interés directo en su ejecución, por lo que los riesgos de conflicto de 

 
13 Ley alemana sobre la Evaluación de Impactos Ambientales,https://www.gesetze-im-

internet.de/uvpg/index.html 

https://www.gesetze-im-internet.de/uvpg/index.html
https://www.gesetze-im-internet.de/uvpg/index.html
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intereses son mínimos. Además, antes de la aprobación, es necesario realizar 

una etapa de consulta pública. 

La participación pública es obligatoria y está claramente estructurada: 

incluye la publicación del proyecto, un período para la presentación de 

observaciones y la celebración de audiencias públicas.  

11. Estados Unidos 

En los Estados Unidos, la materia de la Evaluación de Impacto Ambiental (EIA) 

está regulada por la National Environmental Policy Act (NEPA)14, la cual 

representa una de las leyes ambientales más importantes y pioneras a nivel 

mundial. 

Promulgada en el año 1970, esta normativa introdujo la obligación de evaluar 

los impactos ambientales antes de iniciar grandes proyectos públicos de 

competencia federal. 

La Sección 10615 de la citada Ley NEPA establece cuál es la autoridad 

competente en la elaboración, evaluación y adopción de la EIA frente a un 

proyecto que pueda tener repercusiones sobre el medio ambiente. 

Asimismo, detalla el procedimiento que debe seguirse para cumplir con tal 

obligación. 

Del análisis del marco normativo se desprenden que la EIA o la EA (Evaluación 

Ambiental) debe ser elaborada por la agencia federal responsable del 

proyecto, o bien por la agencia que financia o autoriza su ejecución. 

Por ejemplo, en el caso de proyectos viales, la autoridad competente será la 

Federal Highway Administration; en el caso de centrales de energía, será el 

Departamento de Energía. Otras agencias que pueden ser competentes 

según el tipo de proyecto incluyen la U.S. Environmental Protection Agency 

(EPA), el Army Corps of Engineers, y la Bureau of Land Management (BLM), entre 

otras.  

 
14 Texto actualizado de la NEPA: https://ceq.doe.gov/  
15 La referencia a la “Sección 106” se refiere a la codificación incluida en reformas recientes a la NEPA 

y no a la version original del 1970. El 1 de mayo de 2024, el Council on Environmental Quality (CEQ) 

publicó una revisión final de sus normativas de implementación de la NEPA, la cual entró en vigor el 1 

de julio de 2024. Estas modificaciones fueron introducidas con el objetivo de actualizar y mejorar el 

proceso de evaluación ambiental a nivel federal. 

https://ceq.doe.gov/
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Dicha agencia será responsable de: 

• Elaborar o encargar la elaboración, dependiendo de la complejidad del 

proyecto, de un documento de impacto ambiental (EIS – Environmental 

Impact Statement) o, en su caso, de un documento más simplificado (EA 

– Environmental Assessment). 

• El documento podrá ser redactado internamente por personal técnico 

de la agencia o encomendado a consultores privados seleccionados 

por el proponente, pero siempre bajo la supervisión directa de la 

agencia federal. 

• Si el proyecto es presentado por una entidad privada, pero requiere 

de autorizaciones federales, la agencia federal será la encargada de 

coordinar la elaboración de la EIA, mientras que el promotor privado 

deberá asumir el costo de su redacción. En cambio, cuando el proyecto 

es de titularidad gubernamental, los costos asociados a la EIA serán 

cubiertos íntegramente con fondos federales. 

• Coordinar con otras agencias públicas, con el público en general y con 

las comunidades locales potencialmente afectadas por la ejecución del 

proyecto. 

• Al término de este procedimiento, la agencia líder (lead agency) emitirá 

el documento final. 

• Junto a la agencia líder, podrán participar en la fase de redacción de la 

EIA otras agencias federales, estatales o locales, que contribuirán 

aportando datos, comentarios e información técnica. No obstante, 

estas no aprueban formalmente la EIA, sino que adquieren la 

condición de agencias cooperantes (cooperating agencies). 

• En consecuencia, la EIA o la EA no es "aprobada" en el sentido 

tradicional del término, sino que es elaborada, publicada y adoptada 

por una o más agencias federales responsables del proyecto 

propuesto. 

• En este proceso, la Environmental Protection Agency (EPA) desempeña 

un papel relevante. Una vez que se dispone de una EIS o EA, la EPA 

recibe el documento y publica una notificación formal en el Federal 

Register. Posteriormente, realiza una evaluación de la suficiencia 

técnica de la documentación contenida en la EIS. La EPA puede 

formular objeciones o sugerir modificaciones, aunque no posee 

facultad de veto respecto de la aprobación del proyecto. 
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A continuación, se reproducen algunos párrafos de la Sección 106 de la NEPA 

que se consideran especialmente relevantes para los fines del presente 

Informe, el cual tiene por objeto ilustrar detalladamente el régimen jurídico 

aplicable a la aprobación de las Evaluaciones de Impacto Ambiental en los 

Estados Unidos. 

Frente a la notificación de la intención de llevar a cabo un nuevo proyecto, la 

agencia líder deberá establecer procedimientos que permitan al promotor 

del proyecto elaborar una Evaluación Ambiental o una Declaración de 

Impacto Ambiental bajo la supervisión directa de dicha agencia. Esta podrá 

proporcionar al promotor la orientación y la asistencia técnica que considere 

apropiadas. La agencia líder deberá evaluar de forma independiente el 

documento ambiental y asumir la responsabilidad por su contenido. El 

documento ambiental de que la Ley está hablando puede ser uno de los dos 

que siguen: 

• Evaluación de Impacto Ambiental (Environmental Impact Statement, 

EIS): una agencia deberá emitir una Declaración de Impacto Ambiental 

respecto a una acción propuesta que requiera documento ambiental 

y que previsiblemente tenga un efecto significativo sobre la calidad del 

medio ambiente humano. 

• Evaluación Ambiental (Environmental Assessment, EA): una agencia 

deberá elaborar una Evaluación Ambiental respecto a una acción 

propuesta que no tenga un efecto significativamente previsible sobre 

el medio ambiente humano, o si el grado de dicho efecto es incierto, a 

menos que la agencia determine que la acción está excluida conforme 

a una exclusión categórica propia, de otra agencia conforme a la 

sección 109, o por otra disposición legal. Dicha evaluación será un 

documento público conciso, elaborado por una agencia federal, que 

fundamente su determinación de no impacto significativo o su 

decisión de que es necesaria una Declaración de Impacto Ambiental. 

Cuando participen dos o más agencias federales, estas deberán determinar, 

mediante carta o memorando, cuál de ellas actuará como agencia líder (lead 

agency), basándose en varios criterios, entre ellos, la magnitud de la 

participación de la agencia, la autoridad para aprobar o denegar el proyecto, 

la experiencia técnica respecto a los efectos ambientales de la acción, la 
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duración prevista de la participación de la agencia, el orden de intervención 

de las agencias en el proceso. 

Con respecto a una acción propuesta, la agencia líder deberá: 

• Supervisar la elaboración del documento ambiental si existen 

múltiples agencias federales participantes; 

• Solicitar la participación de cada agencia cooperante en la etapa más 

temprana posible; 

• Tomar en consideración los análisis o propuestas elaboradas por las 

agencias cooperantes al preparar el documento ambiental; 

• Establecer un cronograma, en consulta con cada agencia cooperante, 

el solicitante y otras entidades pertinentes, para la finalización de toda 

revisión ambiental, permiso o autorización requerida para ejecutar la 

acción propuesta; 

• En caso de que se prevea que una revisión, permiso o autorización no 

será concluida conforme al cronograma establecido, notificar a la 

agencia competente sobre dicha discrepancia y solicitarle que adopte 

las medidas necesarias para cumplir con el plazo previsto; y 

• Celebrar una reunión con cualquier agencia cooperante que así lo 

solicite. 

• En la medida de lo posible, si una acción propuesta requiere 

intervención de más de una agencia federal y se ha determinado que 

requiere un documento ambiental, la agencia líder y las agencias 

cooperantes deberán evaluar la propuesta en un único documento 

ambiental. 

12. Australia 

En Australia, la Evaluación de Impacto Ambiental (EIA) está regulada por la 

Ley de Protección del Medio Ambiente y Conservación de la Biodiversidad de 

1999 (EPBC Act16), una legislación federal que establece los criterios para 

evaluar los impactos ambientales de proyectos significativos, especialmente 

aquellos que podrían afectar cuestiones de relevancia nacional. Para 

proyectos que no se incluyen en esta categoría, la materia de la EIA se regula 

a nivel estatal o territorial. 

 
16Enlace al texto de EPBC Act  https://www.dcceew.gov.au/environment/epbc  

https://www.dcceew.gov.au/environment/epbc
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El ejecutor del proyecto (ya sea público o privado) es responsable de la 

preparación de la EIA. Según la EPBC Act, si un proyecto se considera que 

tiene un impacto significativo en una de las nueve cuestiones de relevancia 

nacional (como especies amenazadas, hábitats críticos, áreas del patrimonio 

mundial, etc.), es necesario obtener la aprobación del ministro de Medio 

Ambiente. El ejecutor debe proporcionar una evaluación detallada de los 

impactos ambientales y las medidas de mitigación propuestas. 

El ejecutor generalmente es responsable de los costos asociados con la EIA. 

Estos costos pueden incluir la preparación de estudios ambientales, 

consultoría técnica, gastos de consulta pública y posibles medidas de 

compensación ambiental. El gobierno federal, a través del Ministerio de 

Medio Ambiente, puede proporcionar directrices y apoyo, pero no cubre 

directamente los costos del proponente. 

El proceso de evaluación ambiental17 en Australia comprende las siguientes 

etapas: 

a) Determinación de la necesidad de una EIA: El proponente debe 

determinar si el proyecto tiene el potencial de tener un impacto 

significativo en una de las cuestiones de relevancia nacional. 

b) Preparación de la documentación: Si es necesario, el proponente 

prepara una evaluación detallada de los impactos ambientales y las 

medidas de mitigación. 

c) Consulta pública: Se organiza una consulta pública para recopilar 

opiniones y preocupaciones de la comunidad y las partes interesadas. 

d) Evaluación y decisión: El ministro de Medio Ambiente examina la 

documentación y decide si aprobar el proyecto, imponiendo 

condiciones si es necesario, o si rechazarlo. 

13. Conclusiones 

Del análisis comparado de las normativas nacionales que regulan la 

Evaluación de Impacto Ambiental (EIA) en once países —Chile, Colombia, 

México, España, Canadá, Reino Unido, Estados Unidos, Italia, Alemania, 

Australia y Nueva Zelanda— se desprenden conclusiones relevantes en torno 

 
17 Para obtener más información sobre el procedimiento, sus etapas y las responsabilidades del 

proponente, consulte el siguiente enlace 

 https://www.dcceew.gov.au/environment/epbc/approvals#receive-the-assessment-decision  

https://www.dcceew.gov.au/environment/epbc/approvals#receive-the-assessment-decision
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a las dos preguntas centrales que estructuran este informe: quién aprueba 

el EIA y quién asume los costos asociados a su elaboración. 

En primer lugar, se observa una marcada diversidad en cuanto a la autoridad 

competente para la aprobación del EIA, la cual depende tanto de la 

estructura administrativa del Estado como del tipo y localización del 

proyecto. En los sistemas centralizados, como en México o Colombia, la 

aprobación suele estar a cargo de una agencia nacional o ministerio sectorial; 

en cambio, en países con una organización federal o descentralizada, como 

Canadá, Australia o Alemania, las competencias se distribuyen entre 

diferentes niveles de gobierno, lo que implica la intervención de autoridades 

estatales, provinciales o locales según el caso. En algunos países, como el 

Reino Unido o España, la autoridad local de planificación o el órgano 

ambiental autonómico desempeñan un papel decisivo, reflejando un 

enfoque de gobernanza más territorializado. 

En segundo lugar, en todos los países analizados se confirma que la 

responsabilidad financiera de la EIA recae sobre el promotor o ejecutor del 

proyecto, independientemente de si se trata de un actor público o privado. 

Esto incluye tanto los costos directos asociados a la contratación de expertos 

y consultoras especializadas como los gastos derivados de los procesos de 

participación pública, obtención de datos técnicos y tramitación 

administrativa.  

Finalmente, aunque existen diferencias procedimentales y normativas 

significativas entre los países, el estudio permite constatar una tendencia 

común hacia la formalización del proceso de evaluación, la exigencia de 

transparencia y la necesidad de garantizar la imparcialidad técnica en la 

revisión de los estudios. Esta convergencia normativa responde tanto a 

compromisos internacionales como a la creciente importancia de la 

sostenibilidad ambiental en la toma de decisiones públicas y privadas. 
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